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Alerta Informativa  
Departamento Laboral 
 
 
Coronavirus: Cuestiones laborales y de Seguridad Social  
 

 

I. Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19. 

 
La norma comentada regula muy variados aspectos del funcionamiento del país afectados por el 
coronavirus, por lo que el presente comentario se centrará en las principales medidas tomadas por el 
gobierno en materia laboral y de Seguridad Social. En el contexto actual, la norma comentada amplía las 
medidas ya tomadas con un paquete económico y social de gran alcance y magnitud, con el objetivo de 
contribuir a evitar un impacto económico prolongado más allá de la crisis sanitaria, dando prioridad a la 
protección de las familias, autónomos y empresas más directamente afectadas. 
 
 
Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión de contratos y 
reducción de jornada por causa de fuerza mayor 
 
Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su causa directa en pérdidas de 
actividad como consecuencia del COVID-19, incluida la declaración del estado de alarma, que impliquen 
suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal de locales de afluencia pública, restricciones en 
el transporte público y, en general, de la movilidad de las personas y/o las mercancías, falta de 
suministros que impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien en 
situaciones urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de medidas de 
aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, que queden debidamente acreditados, 
tendrán la consideración de provenientes de una situación de fuerza mayor, con las consecuencias que 
se derivan del artículo 47 Estatuto de los Trabajadores. 
 
En los supuestos en que se decida por la empresa la suspensión de contratos o la reducción temporal de 
la jornada de trabajo con base en las circunstancias descritas, se aplicarán las siguientes especialidades, 
respecto del procedimiento recogido en la normativa reguladora de estos expedientes: 
 
a) El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa, que se acompañará de un informe 
relativo a la vinculación de la pérdida de actividad como consecuencia del COVID-19, así como, en su 
caso, de la correspondiente documentación acreditativa. La empresa deberá comunicar su solicitud a 
las personas trabajadoras y trasladar el informe anterior y la documentación acreditativa, en caso 
de existir, a la representación de estas. 
 
b) La existencia de fuerza mayor, como causa motivadora de suspensión de los contratos o de la 
reducción de jornada, deberá ser constatada por la autoridad laboral, cualquiera que sea el número de 
personas trabajadoras afectadas. 
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c) La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de cinco días desde la solicitud, previo 
informe, en su caso, de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y deberá limitarse a constatar la 
existencia, cuando proceda, de la fuerza mayor alegada por la empresa correspondiendo a ésta la 
decisión sobre la aplicación de medidas de suspensión de los contratos o reducción de jornada, que 
surtirán efectos desde la fecha del hecho causante de la fuerza mayor. 
 
d) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será potestativa para la 
autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de cinco días. 
 
Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión y reducción de jornada 
por causa económica, técnica, organizativa y de producción 
 
En los supuestos que se decida por la empresa la suspensión de contrato o reducción de la jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas y de producción relacionadas con el COVID-19, se aplicarán 
las siguientes especialidades, respecto del procedimiento recogido en la normativa reguladora de estos 
expedientes: 
 
a) En el supuesto de que no exista representación legal de las personas trabajadoras, la comisión 
representativa de estas para la negociación del periodo de consultas estará integrada por los sindicatos 
más representativos y representativos del sector al que pertenezca la empresa y con legitimación para 
formar parte de la comisión negociadora del convenio colectivo de aplicación. La comisión estará 
conformada por una persona por cada uno de los sindicatos que cumplan dichos requisitos, tomándose 
las decisiones por las mayorías representativas correspondientes. En caso de no conformarse esta 
representación, la comisión estará integrada por tres trabajadores de la propia empresa, elegidos 
conforme a lo recogido en el artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores. 
 
En cualquiera de los supuestos anteriores, la comisión representativa deberá estar constituida en el 
improrrogable plazo de 5 días. 
 
b) El periodo de consultas entre la empresa y la representación de las personas trabajadoras o la 
comisión representativa prevista en el punto anterior no deberá exceder del plazo máximo de siete días. 
 
c) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será potestativa para la 
autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de siete días. 
 
Medidas extraordinarias en materia de cotización en relación con los procedimientos de 
suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor relacionados con el COVID-19 
 
En los expedientes de suspensión de contratos y reducción de jornada autorizados en base a fuerza 
mayor temporal vinculada al COVID-19, la Tesorería General de la Seguridad Social exonerará a la 
empresa del abono de la aportación empresarial, así como del relativo a las cuotas por conceptos de 
recaudación conjunta, mientras dure el período de suspensión de contratos o reducción de jornada 
autorizado en base a dicha causa cuando la empresa, a 29 de febrero de 2020, tuviera menos de 50 
trabajadores en situación de alta en la Seguridad Social. Si la empresa tuviera 50 trabajadores o 
más, en situación de alta en la Seguridad Social, la exoneración de la obligación de cotizar 
alcanzará al 75% de la aportación empresarial. 
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Dicha exoneración no tendrá efectos para la persona trabajadora, manteniéndose la consideración de 
dicho período como efectivamente cotizado a todos los efectos. 
 
La exoneración de cuotas se aplicará por la Tesorería General de la Seguridad Social a instancia del 
empresario, previa comunicación de la identificación de los trabajadores y período de la suspensión o 
reducción de jornada.  
 
Limitación a la aplicación a los expedientes de regulación de empleo 
 
No se les aplicarán las especialidades comentadas a los expedientes de regulación de empleo para la 
suspensión de los contratos de trabajo o para la reducción de jornada iniciados o comunicados antes de 
la entrada en vigor de la norma y basados en las causas previstas en la misma. 
 
No obstante, las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por desempleo 
comentadas serán de aplicación a los afectados por los procedimientos de suspensión de contratos y 
reducción de jornada comunicados, autorizados o iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la 
norma, siempre que deriven directamente del COVID-19. 
 
Salvaguarda del empleo 
 
Las medidas extraordinarias en el ámbito laboral comentadas estarán sujetas al compromiso de 
la empresa de mantener el empleo durante el plazo de seis meses desde la fecha de reanudación 
de la actividad.  

Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo en aplicación de los 
procedimientos anteriormente referidos 

 
En los supuestos en que la empresa decida la suspensión de contratos o la reducción temporal de la 
jornada de trabajo por las causas previstas en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores, con base 
en las circunstancias extraordinarias aquí explicadas, el Servicio Público de Empleo Estatal y, en su 
caso, el Instituto Social de la Marina, adoptarán las siguientes medidas: 
 
a) El reconocimiento del derecho a la prestación contributiva por desempleadas a las personas 
trabajadoras afectadas, aunque carezcan del período de ocupación cotizada mínimo necesario 
para ello. 
 
b) No computar el tiempo en que se perciba la prestación por desempleo de nivel contributivo que 
traiga su causa inmediata de las citadas circunstancias extraordinarias, a los efectos de consumir 
los períodos máximos de percepción establecidos. 
 
Las medidas aquí previstas serán aplicables a las personas trabajadoras afectadas tanto si en el 
momento de la adopción de la decisión empresarial tuvieran suspendido un derecho anterior a prestación 
o subsidio por desempleo como si careciesen del período mínimo de ocupación cotizada para causar 
derecho a prestación contributiva, o no hubiesen percibido prestación por desempleo precedente. 
 
En todo caso, se reconocerá un nuevo derecho a la prestación contributiva por desempleo, con las 
siguientes especialidades respecto a la cuantía y duración: 
 
a) La base reguladora de la prestación será la resultante de computar el promedio de las bases de los 
últimos 180 días cotizados o, en su defecto, del período de tiempo inferior, inmediatamente anterior a la 
situación legal de desempleo, trabajados al amparo de la relación laboral afectada por las circunstancias 
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extraordinarias que han originado directamente la suspensión del contrato o la reducción de la jornada de 
trabajo. 
 
b) La duración de la prestación se extenderá hasta la finalización del período de suspensión del contrato 
de trabajo o de reducción temporal de la jornada de trabajo de las que trae causa. 
 
Las prestaciones por desempleo percibidas por los trabajadores fijos discontinuos y por aquellos que 
realizan trabajos fijos y periódicos que se repiten en fechas ciertas, que hayan visto suspendidos sus 
contratos de trabajo como consecuencia del impacto del COVID-19 durante periodos que, en caso de no 
haber concurrido dicha circunstancia extraordinaria, hubieran sido de actividad, podrán volver a 
percibirse, con un límite máximo de 90 días, cuando vuelvan a encontrarse en situación legal de 
desempleo. Para determinar el periodo que, de no haber concurrido esta circunstancia, hubiera sido de 
actividad laboral, se estará al efectivamente trabajado por el trabajador durante el año natural anterior en 
base al mismo contrato de trabajo. En caso de ser el primer año, se estará a los periodos de actividad de 
otros trabajadores comparables en la empresa. Esta medida se aplicará al mismo derecho consumido, y 
se reconocerá de oficio por la Entidad Gestora cuando el interesado solicite su reanudación. 
 
 
Carácter preferente del trabajo a distancia 
 
Las medidas excepcionales de naturaleza laboral que se establecen en la norma tienen como objetivos 
prioritarios garantizar que la actividad empresarial y las relaciones de trabajo se reanuden con 
normalidad tras la situación de excepcionalidad sanitaria. 
 
En particular, se establecerán sistemas de organización que permitan mantener la actividad por 
mecanismos alternativos, particularmente por medio del trabajo a distancia, debiendo la empresa adoptar 
las medidas oportunas si ello es técnica y razonablemente posible y si el esfuerzo de adaptación 
necesario resulta proporcionado. Estas medidas alternativas, particularmente el trabajo a distancia, 
deberán ser prioritarias frente a la cesación temporal o reducción de la actividad. 
 
Con el objetivo de facilitar el ejercicio de la modalidad de trabajo a distancia en aquellos sectores, 
empresas o puestos de trabajo en las que no estuviera prevista hasta el momento, se entenderá 
cumplida la obligación de efectuar la evaluación de riesgos, con carácter excepcional, a través de una 
autoevaluación realizada voluntariamente por la propia persona trabajadora. 
 
Derecho de adaptación del horario y reducción de jornada 
 
Las personas trabajadoras por cuenta ajena que acrediten deberes de cuidado respecto del cónyuge 
o pareja de hecho, así como respecto de los familiares por consanguinidad hasta el segundo 
grado de la persona trabajadora, tendrán derecho a acceder a la adaptación de su jornada y/o a la 
reducción de la misma, cuando concurran circunstancias excepcionales relacionadas con las 
actuaciones necesarias para evitar la transmisión comunitaria del COVID-19. 
 
 
Se entenderá que concurren dichas circunstancias excepcionales cuando sea necesaria la presencia de 
la persona trabajadora para la atención de alguna de las personas indicadas que, por razones de edad, 
enfermedad o discapacidad, necesite de cuidado personal y directo como consecuencia directa del 
COVID-19.  
 
Asimismo, se considerará que concurren circunstancias excepcionales cuando existan decisiones 
adoptadas por las Autoridades gubernativas relacionadas con el COVID-19 que impliquen cierre de 
centros educativos o de cualquier otra naturaleza que dispensaran cuidado o atención a la persona 
necesitada de los mismos. También se considerará que concurren circunstancias excepcionales que 
requieren la presencia de la persona trabajadora, cuando la persona que hasta el momento se hubiera 
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encargado del cuidado o asistencia directos de cónyuge o familiar hasta segundo grado de la persona 
trabajadora no pudiera seguir haciéndolo por causas justificadas relacionadas con el COVID-19. 
 
El citado derecho es un derecho individual de cada uno de los progenitores o cuidadores, que debe tener 
como presupuesto el reparto corresponsable de las obligaciones de cuidado y la evitación de la 
perpetuación de roles, debiendo ser justificado, razonable y proporcionado en relación con la situación de 
la empresa, particularmente en caso de que sean varias las personas trabajadoras que acceden al 
mismo en la misma empresa. 
 
El ejercicio de los derechos comentados se considera ejercicio de derechos de conciliación a todos los 
efectos. 
 
El derecho a la adaptación de la jornada por deberes de cuidado por circunstancias excepcionales 
relacionadas con el COVID-19 es una prerrogativa cuya concreción inicial corresponde a la persona 
trabajadora, tanto en su alcance como en su contenido, siempre y cuando esté justificada, sea razonable 
y proporcionada, teniendo en cuenta las necesidades concretas de cuidado que debe dispensar la 
persona trabajadora, debidamente acreditadas, y las necesidades de organización de la empresa. 
Empresa y persona trabajadora deberán hacer lo posible por llegar a un acuerdo. 
 
El derecho a la adaptación de la jornada podrá referirse a la distribución del tiempo de trabajo o a 
cualquier otro aspecto de las condiciones de trabajo, cuya alteración o ajuste permita que la 
persona trabajadora pueda dispensar la atención y cuidado objeto del presente artículo. Puede 
consistir en cambio de turno, alteración de horario, horario flexible, jornada partida o continuada, 
cambio de centro de trabajo, cambio de funciones, cambio en la forma de prestación del trabajo, 
incluyendo la prestación de trabajo a distancia, o en cualquier otro cambio de condiciones que 
estuviera disponible en la empresa o que pudiera implantarse de modo razonable y 
proporcionado, teniendo en cuenta el carácter temporal y excepcional de las medidas 
contempladas en la presente norma, que se limita al período excepcional de duración del COVID-
19. 
 
Las personas trabajadoras tendrán derecho a una reducción especial de la jornada de trabajo en las 
situaciones previstas en el artículo 37.6 del Estatuto de los Trabajadores (por ejemplo, por guarda legal 
de algún menor de doce años) cuando concurran las circunstancias excepcionales aquí comentadas, con 
la reducción proporcional de su salario. Salvo por las peculiaridades que se exponen a continuación, esta 
reducción especial se regirá por lo establecido en los artículos 37.6 y 37.7 del Estatuto de los 
Trabajadores así como por el resto de normas que atribuyen garantías, beneficios, o especificaciones de 
cualquier naturaleza a las personas que acceden a los derechos establecidos en estos preceptos. 
 
La reducción de jornada especial deberá ser comunicada a la empresa con 24 horas de 
antelación, y podrá alcanzar el 100% de la jornada si resultara necesario, sin que ello implique 
cambio de naturaleza a efectos de aplicación de los derechos y garantías establecidos en el 
ordenamiento para la situación prevista en el artículo 37.6 del Estatuto de los Trabajadores. 
 
En caso de reducciones de jornada que lleguen al 100% el derecho de la persona trabajadora deberá 
estar justificado y ser razonable y proporcionado en atención a la situación de la empresa. 
 
En el supuesto de la persona trabajadora que precise encargarse del cuidado directo de un familiar, 
hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente o enfermedad 
no pueda valerse por sí mismo, no será necesario que el citado familiar que requiere atención y cuidado 
no desempeñe actividad retribuida. 
 
En el caso de que la persona trabajadora se encontrara disfrutando ya de una adaptación de su jornada 
por conciliación, o de reducción de jornada por cuidado de hijos o familiares, o de alguno de los derechos 
de conciliación previstos en el ordenamiento laboral, incluidos los establecidos en el propio artículo 37 
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del Estatuto de los Trabajadores, podrá renunciar temporalmente a él o tendrá derecho a que se 
modifiquen los términos de su disfrute siempre que concurran las circunstancias excepcionales aquí 
comentadas, debiendo la solicitud limitarse al periodo excepcional de duración de la crisis sanitaria y 
acomodarse a las necesidades concretas de cuidado que debe dispensar la persona trabajadora, 
debidamente acreditadas, así como a las necesidades de organización de la empresa, presumiéndose 
que la solicitud está justificada, es razonable y proporcionada salvo prueba en contrario. 
 
Prestación extraordinaria por cese de actividad para los afectados por declaración del estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 
 
Con carácter excepcional y vigencia limitada a un mes, a partir de la entrada en vigor del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, o hasta el último día del mes en que finalice dicho estado de 
alarma, de prolongarse éste durante más de un mes, los trabajadores por cuenta propia o autónomos, 
cuyas actividades queden suspendidas, en virtud de lo previsto en el mencionado Real Decreto, o, en 
otro caso, cuando su facturación en el mes anterior al que se solicita la prestación se vea reducida, al 
menos, en un 75% en relación con el promedio de facturación del semestre anterior, tendrán derecho a 
la prestación extraordinaria por cese de actividad que se regula en este artículo, siempre que cumplan 
los siguientes requisitos: 
 
a) Estar afiliados y en alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma, en el Régimen Especial 
de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 
 
b) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de lo previsto en el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, acreditar la reducción de su facturación en, al menos, un 75%, 
en relación con la efectuada en el semestre anterior. 
 
c) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si en la fecha de la 
suspensión de la actividad o de la reducción de la facturación no se cumpliera este requisito, el órgano 
gestor invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días 
naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos efectos para la 
adquisición del derecho a la protección. 
 
La cuantía de la prestación se determinará aplicando el 70% a la base reguladora, calculada de 
conformidad con lo previsto en la Ley General de la Seguridad Social. Cuando no se acredite el período 
mínimo de cotización para tener derecho a la prestación, la cuantía de la prestación será equivalente al 
70% de la base mínima de cotización en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar. 
 
La prestación extraordinaria por cese de actividad aquí comentada tendrá una duración de un mes, 
ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en el que finalice el estado de alarma, en el 
supuesto de que este se prorrogue y tenga una duración superior al mes. El tiempo de su percepción se 
entenderá como cotizado y no reducirá los períodos de prestación por cese de actividad a los que el 
beneficiario pueda tener derecho en el futuro. 
 
La percepción será incompatible con cualquier otra prestación del sistema de Seguridad Social. 
 
 
 
 
Limitación temporal de los efectos de la presentación extemporánea de solicitudes de 
prestaciones por desempleo 
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Durante el período de vigencia de las medidas extraordinarias en materia de salud pública adoptadas por 
las autoridades para combatir los efectos de la extensión del COVID-19, que conlleven la limitación de la 
movilidad de los ciudadanos o que atañan al funcionamiento de los servicios públicos cuya actuación 
afecte a la gestión de la protección por desempleo, el Servicio Público de Empleo Estatal y, en su caso, 
el Instituto Social de la Marina, suspenderán la aplicación de las estrictas reglas habituales sobre el plazo 
de presentación de solicitudes, de modo que la presentación de las solicitudes de alta inicial o 
reanudación de la prestación y el subsidio por desempleo realizada fuera de los plazos establecidos 
legalmente no implicará que se reduzca la duración del derecho a la prestación correspondiente. 

 
 
Entrada en vigor de la norma y vigencia de ciertas medidas 
 
La norma comentada entra en vigor el 18 de marzo de 2020. Ahora bien, las medidas comentadas en 
materia de procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada, cotización y protección 
por desempleo estarán vigentes mientras se mantenga la situación extraordinaria derivada del COVID-
19. 

 

II. Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y Real Decreto 465/2020, de 
17 de marzo, por el que se modifica el citado Real Decreto 463/2020. 

 
El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, declaró el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Posteriormente, el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, 
ha modificado algunas cuestiones de dicho estado de alarma. Por razones de claridad expositiva aquí se 
comentan respecto a ambas normas aquellas cuestiones que afectan al ámbito laboral y de la Seguridad 
Social.  
 
La duración del estado de alarma es de quince días naturales desde su entrada en vigor. Y la entrada en 
vigor fue el día 14 de marzo de 2020.  
 
Limitación de la libertad de circulación de las personas 
 
Durante la vigencia del estado de alarma las personas únicamente podrán circular por las vías o 
espacios de uso público para la realización de las actividades listadas en la norma. Se prevé 
expresamente que está autorizado, entre otros supuestos: 
 
- El desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar la prestación laboral, profesional o empresarial. 
- Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad. 
- Cualquier otra actividad de análoga naturaleza. 
 
Medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial, equipamientos culturales, 
establecimientos y actividades recreativos, actividades de hostelería y restauración, y otras adicionales 
 
Se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos minoristas, a excepción de los 
establecimientos comerciales minoristas de alimentación, bebidas, productos y bienes de primera 
necesidad, establecimientos farmacéuticos, sanitarios, centros o clínicas veterinarias, ópticas y productos 
ortopédicos, productos higiénicos, prensa y papelería, combustible para la automoción, estancos, 
equipos tecnológicos y de telecomunicaciones, alimentos para animales de compañía, comercio por 
internet, telefónico o correspondencia, tintorerías, lavanderías y el ejercicio profesional de la actividad de 
peluquería a domicilio. En cualquier caso, se suspenderá la actividad de cualquier establecimiento que, a 
juicio de la autoridad competente, pueda suponer un riesgo de contagio por las condiciones en las que 
se esté desarrollando. 



 
 ALERTA INFORMATIVA Laboral  
        

www.rocajunyent.com 

8 

 
La permanencia en los establecimientos comerciales cuya apertura esté permitida deberá ser la 
estrictamente necesaria para que los consumidores puedan realizar la adquisición de alimentos y 
productos de primera necesidad, quedando suspendida la posibilidad de consumo de productos en los 
propios establecimientos. 
 
En todo caso, se evitarán aglomeraciones y se controlará que consumidores y empleados mantengan la 
distancia de seguridad de al menos un metro a fin de evitar posibles contagios. 
 
Se suspende la apertura al público de los museos, archivos, bibliotecas, monumentos, así como de los 
locales y establecimientos en los que se desarrollen espectáculos públicos, las actividades deportivas y 
de ocio indicados en el anexo del presente real decreto. 
 
Se suspenden las actividades de hostelería y restauración, pudiendo prestarse exclusivamente servicios 
de entrega a domicilio. 
 
Se suspenden asimismo las verbenas, desfiles y fiestas populares. 
 
Se suspende la actividad educativa presencial en todos los centros y etapas, ciclos, grados, cursos y 
niveles de enseñanza contemplados en el artículo 3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 
Educación, incluida la enseñanza universitaria, así como cualesquiera otras actividades educativas o de 
formación impartidas en otros centros públicos o privados. Durante el período de suspensión se 
mantendrán las actividades educativas a través de las modalidades a distancia y «on line», siempre que 
resulte posible. 
 
Es de destacar que la norma contiene un Anexo donde se puede consultar la Relación de equipamientos 
y actividades cuya apertura al público queda suspendida.  
 
Suspensión de plazos procesales 
 
Se suspenden términos y se suspenden e interrumpen los plazos previstos en las leyes procesales para 
todos los órdenes jurisdiccionales. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda 
vigencia la norma comentada o, en su caso, las prórrogas de la misma. 
 
En relación con el órdenes jurisdiccional social la interrupción referida no será de aplicación en los 
procedimientos de conflicto colectivo y para la tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas 
regulados en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social. 
 
No obstante, el juez o tribunal podrá acordar la práctica de cualesquiera actuaciones judiciales que sean 
necesarias para evitar perjuicios irreparables en los derechos e intereses legítimos de las partes en el 
proceso. 
 
Suspensión de plazos administrativos 
 
Se suspenden términos y se interrumpen los plazos para la tramitación de los procedimientos de las 
entidades del sector público. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda 
vigencia la norma comentada o, en su caso, las prórrogas de la misma. 
 
La suspensión de términos y la interrupción de plazos se aplicará a todo el sector público definido en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
No obstante lo anterior, el órgano competente podrá acordar, mediante resolución motivada, las medidas 
de ordenación e instrucción estrictamente necesarias para evitar perjuicios graves en los derechos e 
intereses del interesado en el procedimiento y siempre que éste manifieste su conformidad, o cuando el 
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interesado manifieste su conformidad con que no se suspenda el plazo. 
 
La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos no será de aplicación a los procedimientos 
administrativos en los ámbitos de la afiliación, la liquidación y la cotización de la Seguridad Social. 
 
Suspensión de plazos de prescripción y caducidad 
 
Los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos quedarán suspendidos 
durante el plazo de vigencia del estado de alarma y, en su caso, de las prórrogas que se adoptaren. 
 

III. Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas 
urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud pública. 

 
La norma comentada adopta un conjunto de medidas de carácter urgente dirigidas a dos ámbitos 
específicos, el económico y la salud pública. Aquí sólo se comenta la medida adoptada en relación a la 
situación de incapacidad temporal provocada por el coronavirus, es decir, la consideración excepcional 
como situación asimilada a accidente de trabajo de los periodos de aislamiento o contagio de las 
personas trabajadoras como consecuencia del virus COVID-19. 
 
Al objeto de proteger la salud pública, se considerarán, con carácter excepcional, situación asimilada a 
accidente de trabajo, exclusivamente para la prestación económica de incapacidad temporal del sistema 
de Seguridad Social, aquellos periodos de aislamiento o contagio de las personas trabajadoras 
provocado por el virus COVID-19. 
 
En ambos casos la duración de esta prestación excepcional vendrá determinada por el parte de baja por 
aislamiento y la correspondiente alta. 
 
Podrá causar derecho a esta prestación la persona trabajadora por cuenta propia o ajena que se 
encuentre en la fecha del hecho causante en situación de alta en cualquiera de los regímenes de 
Seguridad Social. 
 
La fecha del hecho causante será la fecha en la que se acuerde el aislamiento o enfermedad del 
trabajador, sin perjuicio de que el parte de baja se expida con posterioridad a esa fecha. 


